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Sobre el Debido Proceso. 
 
El Debido Proceso corresponde al conjunto de procedimientos, garantías formales y mínimas que 
los establecimientos educacionales deben respetar obligatoriamente al aplicar sanciones, 
medidas formativas o medidas pedagógicas, en conformidad al Reglamento Interno y de 
Convivencia Escolar de la institución (RICE). El Debido Proceso resulta fundamental 
principalmente en casos de faltas graves o gravísimas cometidas por estudiantes, que pueden 
conducir a sanciones como la suspensión, condicionalidad, cancelación de matrícula o 
expulsión. Su propósito es evitar la arbitrariedad, garantizando que todo estudiante sea juzgado 
de manera justa y conforme a las reglas previamente establecidas en el RICE. 
 
Aplicación del Debido Proceso (procedimiento claro y justo). 

Antes de la aplicación de una sanción o medida, es necesario conocer la versión de todas las 
personas involucradas, considerando el contexto y las circunstancias que rodearon la falta en 
cada caso. Cuando las sanciones son aplicadas sin considerar esto, se arriesga actuar con 
rigidez y arbitrariedad.  De esta manera, respetar el debido proceso, significa establecer el 
derecho de todos los sujetos involucrados a: 

I. Tener derecho a defensa. 
II. No ser juzgado por comisiones especiales. 
III. Que se presuma su inocencia. 
IV. Que se reconozca su derecho a apelación. 
V. Ser debidamente emplazados.  

 
El abordaje de situaciones que constituyan falta se desarrolla a través de las instancias formales 
del establecimiento, dando cumplimiento al debido proceso, es decir, un procedimiento 
racional y equitativo al momento de impartir justicia al interior de la comunidad educativa. 
Esto se condice con la Constitución Política de la República de Chile, en su Capítulo III, Artículo 
N° 19°, inciso 3, que señala que “toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe 
fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. Corresponderá al legislador establecer 
siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos”. En este 
sentido, el debido proceso al interior del establecimiento educacional debe contemplar lo 
siguiente: 

a. Preexistencia de la Norma: Sólo se pueden sancionar situaciones y hechos que están 
explícitamente definidos como falta en el RICE. De acuerdo con el Capítulo III, Artículo Nº 19°, 
inciso 3 de la Constitución Política de la República de Chile, “ninguna ley podrá establecer 
penas sin que la conducta que se sanciona esté expresamente descrita en ella”. 
 

b. Detección: Todos los docentes, directivos y asistentes de la educación del establecimiento 
estarán atentos a situaciones que constituyan falta por parte de los estudiantes, ya sea a 
través de la observación directa o la recepción de denuncias. En el caso de personal 
administrativo o de servicios menores, estos deberán derivar el caso inmediatamente al 
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docente o inspector a cargo de los estudiantes involucrados o algún directivo del 
establecimiento. El docente, inspector o directivo que observe la falta o reciba la 
denuncia deberá categorizar la gravedad de la situación de acuerdo a lo que establece el 
RICE y se activará el Protocolo si así corresponde, el que guiará la acción a seguir según cada 
caso.  En este momento del proceso se categorizan hechos y acciones, no estableciéndose 
aún responsabilidades individuales ni culpabilidades.  

 
c. Imparcialidad: El procedimiento de abordaje de las faltas debe ser realizado por docentes, 

directivos y/o asistentes de la educación definidos previamente para los distintos tipos de 
situaciones de acuerdo a su gravedad. Específicamente los distintos tipos de faltas leves, 
graves y gravísimas. 

 
d. Monitoreo: Cualquier aplicación de medidas formativas o sanciones en el establecimiento 

requiere establecer explícitamente los plazos de su ejecución, definiendo además la persona 
que será responsable de su supervisión. En el caso de las medidas formativas, se debe 
considerar plazos que racionalmente permitan su realización y cumplimiento así como también 
deberá quedar registrado en la hoja de vida de cada estudiante involucrado (libro de clases) 
los resultados de su ejecución.  
En el caso de las sanciones punitivas como la suspensión, condicionalidad, cancelación de 
matrícula y expulsión, su aplicación será evaluada una vez que concluya el proceso remedial 
de monitoreo y de acuerdo a un informe entregado por la persona responsable de la 
supervisión de esta instancia, excepto para la cancelación de matrícula y la expulsión, ambos 
casos contemplan la posibilidad de aplicar dichas sanciones sin procesos remediales, toda 
vez que se pone en riesgo físico o psicológico algún miembro de la comunidad educativa. El 
responsable del monitoreo de remediales será designado por coordinación de 
convivencia escolar y/o de acuerdo con lo establecido en el protocolo a aplicar, según 
la naturaleza de cada caso.  

 
e. Notificación a los involucrados: Todas las personas que están siendo consideradas en el 

abordaje de una situación específica o en el proceso investigativo de una falta deben 
conocerlo explícitamente, siendo responsabilidad de la persona que guía en el procedimiento 
notificarles formalmente, dejando constancia escrita en el libro de clases y/o en el expediente 
que se lleve para dichos efectos.  
En la Circular N° 01, Versión 4 del año 2014 de la Superintendencia de Educación, se establece 
que es en el libro de clases, específicamente en la “hoja de vida por alumno, donde se 
registrarán todos los hechos relevantes que ocurran respecto a su comportamiento y 
desarrollo dentro del establecimiento en el año lectivo. Cabe destacar que este es el único 
registro válido para verificar la aplicación y seguimiento del debido proceso en caso de tomar 
una medida disciplinaria”. En la hoja de vida de los estudiantes se debe registrar si están 
involucrados en alguna situación que constituya falta y posteriormente al proceso indagatorio, 
la determinación de sus responsabilidades y la aplicación de medidas formativas y/o 
sanciones. La Notificación de Término de la Investigación es el documento en el cual se 
determinan tanto las responsabilidades del estudiante que ha cometido la falta (grave o 
gravísima), como las sanciones y medidas que se aplicarán ante el caso, debiendo quedar en 
dicho documento el registro de las firmas del estudiante implicado, su apoderado y el o los 
profesionales del establecimienton responsable(s). No obstante, los profesionales del 
establecimiento (docentes, psicólogas, trabajadoras sociales, orientador, inspectores de 
sección o generales, jefes de UTP, encargado de convivencia escolar y dirección) están en la 
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obligación de llevar registro escrito o bitácoras de sus entrevistas a los estudiantes y 
apoderados, indicando claramente fechas, personas entrevistadas, detalle de la situación 
atendida, y llevar un historial ordenado cronológicamente.  

 
f. Notificación a Apoderados: En el caso de las faltas graves o gravísimas, la Inspectora 
General debe citar al apoderado del estudiante que ha incurrido en dicha falta para informarle 
sobre la situación que se está investigando y en la que su pupilo se encuentra involucrado. El 
objetivo es informar al apoderado de los hechos y elaborar conjuntamente una estrategia de 
abordaje de la situación. Este procedimiento no es excluyente para que otro funcionario del 
establecimiento cite al apoderado de un estudiante por otros motivos. En el caso que su 
apoderado se niegue a firmar o no asista a la citación, se le enviará en plazo máximo de 5 días 
hábiles la copia fiel de la resolución que expresa la sanción aplicada a través de carta a su 
domicilio, según los datos registrados en la ficha de matrícula del estudiante.  

g. Establecimiento de Plazos: Al momento de iniciar los procesos de investigación de 
responsabilidades frente a la ocurrencia de faltas, es necesario considerar la existencia de plazos 
máximos para el desarrollo de las indagatorias. Estos plazos máximos son en días hábiles, es 
decir, de lunes a viernes: 

● FALTAS LEVES: 5 días  
● FALTAS GRAVES: 10 días  
● FALTAS GRAVÍSIMAS: 15 días 

 
h. Derecho a Defensa: De acuerdo con la Constitución Política de la República de Chile, en 
su Capítulo III, Artículo 19°, inciso 3, “toda persona tiene derecho a defensa”, por lo que todas 
las personas involucradas o sindicadas en la ocurrencia de una falta tendrán derecho a ser 
escuchadas, presentar sus descargos, argumentos y pruebas que permitan aclarar los hechos 
o su responsabilidad en las situaciones que se investigan. 
 

i. Proporcionalidad de Sanciones: El presente manual de convivencia establece distintas 
medidas formativas y sanciones aplicables a distintos tipos de faltas. Esta diferenciación 
resguarda la proporcionalidad entre las acciones, la gravedad de los hechos o conductas que 
se abordan y su sanción respectiva. Se busca aplicar medidas y sanciones que estén 
directamente vinculadas a las faltas cometidas. En el caso de faltas gravísimas, la Inspectora 
General debe avisar formalmente a la Dirección del establecimiento las conclusiones del 
proceso indagatorio para acordar conjuntamente la aplicación de sanciones o la realización 
de denuncias.  
 

j. Derecho de Apelación: En el caso de las sanciones “Cancelación de Matrícula” y “Expulsión”, 
la Ley N° 20.845 de Inclusión Escolar, establece que la decisión de expulsar o cancelar la 
matrícula a un estudiante sólo podrá ser adoptada por el director del establecimiento. Esta 
decisión, junto a sus fundamentos, deberá ser notificada por escrito al estudiante afectado y a 
su padre, madre o apoderado, según el caso, quienes podrán pedir la reconsideración de la 
medida dentro de quince días de su notificación, ante la misma autoridad, quien resolverá previa 
consulta al Consejo de Profesores. El Consejo deberá pronunciarse por escrito, debiendo tener 
a la vista el o los informes técnicos psicosociales pertinentes y que se encuentren disponibles”. 
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k. Derivación al Equipo Psicosocioeducativo: En el caso de faltas graves o gravísimas, además 
de la aplicación de medidas formativas y/o sanciones, los estudiantes involucrados/as podrán 
ser derivados al Equipo Psicosocioeducativo  del establecimiento. El Orientador analizará los 
antecedentes y de ser necesario derivará al estudiante a la Dupla Psicosocial, coordinando y 
haciendo el seguimiento respectivo del caso, registrando en la hoja de vida del alumno e 
informando del proceso del estudiante a los estamentos de la comunidad educativa pertinentes.  

Los estudiantes con matrícula estrictamente condicional deberán ser atendidos por el o la 
Orientadora y/o Dupla Psicosocial según corresponda, durante los dos primeros meses del 
año en curso y hacer el seguimiento respectivo durante el transcurso del año. 

 
l. Denuncia de Delitos: En el caso de situaciones que constituyan posibles delitos, de 
acuerdo al Artículo 175° del Código Procesal Penal, “Los directores, inspectores y profesores 
de establecimientos educacionales de todo nivel, estarán obligados a denunciar los delitos 
que afectaren a los alumnos o que hubieren tenido lugar en el establecimiento”. Esta Ley 
establece en términos jerárquicos la responsabilidad de realizar las denuncias respectivas, 
recayendo en el Director la primera responsabilidad al respecto. 
 

 3. Consideración de factores agravantes o atenuantes 

De acuerdo con la edad, el rol y la jerarquía de los involucrados, varía el nivel de responsabilidad 
que cada persona tiene sobre sus acciones: si se trata de un adulto o de una persona con 
jerarquía dentro de la institución escolar, ésta será mayor y, por el contrario, mientras menor edad 
tengan los involucrados, disminuye su autonomía y, por ende, su responsabilidad. 

Por otra parte, es necesario conocer el contexto, la motivación y los intereses que rodean la 
aparición de la falta. Ejemplos: una agresión física debe evaluarse distinto si se trata de un acto 
en defensa propia o de un acto de discriminación; igualmente deben considerarse otras 
circunstancias, como la existencia de problemas familiares que afecten la situación emocional de 
un niño o adolescente, las que pueden alterar su comportamiento. En tales casos, no se trata de 
ignorar o justificar una falta, sino de corregirla de acuerdo con las circunstancias, poniéndola en 
contexto. 

● Aplicación de sanciones formativas, respetuosas de la dignidad de las personas y 
proporcionales a la falta.  

 

Las sanciones deben permitir que las y los estudiantes tomen conciencia de las consecuencias 
de sus actos, aprendan a responsabilizarse de ellos y desarrollen compromisos genuinos de 
reparación del daño. 

Para ser formativas, reparadoras y eficientes, las sanciones deben ser coherentes con la falta.  

● Consideración de técnicas de resolución pacífica de conflictos.  
 

Junto con contar con un procedimiento claro para evaluar la gravedad de las faltas y definir una 
sanción proporcionada y formativa, es necesario que las personas responsables de aplicar estos 
procedimientos manejen algunas técnicas que permitan afrontar positivamente los conflictos. 
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a) De las circunstancias atenuantes     

Evaluando el contexto en que se enmarca una determinada situación de transgresión, su 
gravedad podrá ser atenuada considerando los siguientes criterios o circunstancias:     

1. Edad, desarrollo psicoafectivo y circunstancias personales, familiares o sociales del estudiante.   

2. Haber reconocido la falta antes de la formulación de la medida, lo que tendrá mayor valor si 
esto ocurre de manera espontánea. 

3. Haber observado buen comportamiento anterior. 

4. Haber corregido el daño o compensado el perjuicio causado, antes de que se haya 
determinado la medida a aplicar. 

5. Haber sido inducido a cometer la falta por otra persona de igual o mayor en edad, en poder 
y/o madurez psicoafectiva. 

6. Haber colaborado en la resolución del conflicto. 

7. Haber obrado por un interés superior en base a una convicción moral o valórica.    

b) De las circunstancias agravantes    

Del mismo modo, los siguientes criterios o circunstancias serán considerados para establecer si 
una determinada trasgresión reviste un mayor grado de gravedad que el asignado al hecho o 
conducta en sí misma:     

1. Reiteración de una conducta negativa en particular, a pesar de la implementación de medidas 
psicosocioeducativas tendientes a promover en el estudiante la reflexión de manera individual y 
con un carácter educativo, el significado o importancia del valor transgredido. Junto con ello, con 
el fin de ayudar al estudiante a internalizar la norma transgredida, se le pide realizar un acto 
reparador (conducta compatible con el valor o norma: por ejemplo, recoger lo que botó, pedir 
disculpas, completar la tarea) y haber sido sancionado por hechos similares.   

2. Haber realizado una acción u omisión con la intención de dañar o causar perjuicio a otro 
miembro de la comunidad educativa.   

3. Cometer una falta ofendiendo y menoscabando a cualquier integrante de la comunidad 
escolar.  

4. Cometer una falta causando daños en el inmueble con el objeto de generar y/o participar en 
hechos de alta connotación pública.   

5. Haber actuado con premeditación.   

6. Haber aprovechado la confianza depositada en él para cometer el hecho.   

7. Cometer la falta para ocultar otra.    

8. Haber aprovechado condiciones de debilidad de otros para cometer el hecho. 
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1. Medidas Formativas y Sanciones 
Las sanciones deben permitir que los estudiantes tomen conciencia de las consecuencias de sus 
actos, aprendan a responsabilizarse de ellos y desarrollen compromisos genuinos de reparación 
del daño.  Para ser formativas, reparadoras y eficientes, las sanciones deben ser coherentes con 
la falta.    

Frente a la ocurrencia de alguna de las situaciones consideradas como FALTA ya descritas en 
este RICE y tras haber cumplido el debido proceso también ya definido, el establecimiento 
aplicará alguna de las siguientes medidas formativas o sanciones. 

● Una MEDIDA FORMATIVA es una acción institucional de abordaje de una falta, que 
busca la reparación del daño y el aprendizaje de los afectados. Sea cual fuere la medida 
que se aplique, debe siempre quedar registro de ésta en la hoja de vida del estudiante. 
En el establecimiento existen cinco tipos de medidas formativas: 
 

a. Diálogo Formativo: Conversación entre un docente, directivo o inspector y el estudiante que 
ha cometido una acción considerada falta por este manual. Esta conversación puede 
desarrollarse individualmente con cada estudiante o colectivamente con todos los estudiantes 
involucrados en alguna falta. El objetivo de la conversación es reflexionar sobre la falta 
cometida y sus consecuencias, así como también, elaborar acuerdos explícitos de cambio de 
conducta por parte de los estudiantes involucrados. 

 
b. Acción de Reparación: “Las medidas reparatorias consideran gestos y acciones que un 

agresor puede tener con la persona agredida y que acompañan el reconocimiento de haber 
infringido un daño”1. Deben estar directamente relacionadas con la falta cometida y no ser 
consideradas denigrantes por los involucrados.  Parte de estas acciones reparatorias son: 

● Pedir disculpas privadas o públicas. 
● Reponer artículos dañados o perdidos. 
● Acompañar o facilitar alguna actividad de la persona agredida. 

 
c. Trabajo Académico: Acciones individuales o colectivas de investigación y reflexión sobre 

algún tema referido directamente a la falta cometida. Estos trabajos deben tener un plazo 
especificado, pero no tener incidencia en las notas de ninguna asignatura.  Por ejemplo: 

● Confección de afiches o diarios murales sobre algún tema. 
● Presentaciones o disertaciones sobre algún tema en su curso o en otros. 
● Trabajos de investigación o expresión artística relacionados con la falta. 
 

d. Servicio Comunitario: Acciones individuales o colectivas que beneficien a una parte o a la 
totalidad de la comunidad escolar. Deben estar directamente relacionadas con la falta 
cometida, desarrollarse por un tiempo determinado y no ser consideradas denigrantes por los 
involucrados.  Por ejemplo: 

● Cooperar con el aseo y ornato de alguna dependencia del establecimiento. 
● Reposición o reparación de infraestructura o materiales del establecimiento. 
● Cooperar con el orden y atención de la biblioteca o CRA. 
● Cooperar con las actividades lectivas o no lectivas de algún docente. 
● Cooperar con el trabajo administrativo de algún directivo o asistente de la educación. 

 
1Ministerio de Educación, “Orientaciones para la Elaboración y Actualización del Reglamento de Convivencia 
Escolar”, MINEDUC, Santiago, 2011, Pág. 13. 
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● Dirigir durante los recreos actividades recreativas para otros estudiantes. 
● Elaborar y aplicar actividades (cuenta cuentos, poesías, teatros, debates) de acuerdo a la falta. 
Resolución alternativa de conflictos: Instancia formal de diálogo entre quienes mantienen un 
conflicto con la intención de construir acuerdos sobre la forma de relacionarse. Esta medida debe 
ser aplicada exclusivamente por personas que tengan capacitación en estas estrategias. Entre 
estas estrategias se puede señalar: 
 
● Mediación. 
● Negociación. 
● Arbitraje. 
 

Por su parte, una SANCIÓN es la “pena que una ley o un reglamento establece 
para sus infractores”2. En el establecimiento educacional existen seis sanciones: 

 
a. Anotación Negativa: Observación escrita de algún hecho o conducta realizada por un 

estudiante que se considere como falta según este RICE. En la Circular N° 01, Versión 4 del 
año 2014 de la Superintendencia de Educación, se establece que es en el libro de clases, 
específicamente en la “hoja de vida por alumno, donde se registrarán todos los hechos 
relevantes que ocurran respecto a su comportamiento y desarrollo dentro del establecimiento 
en el año lectivo. Cabe destacar que este es el único registro válido para verificar la aplicación 
y seguimiento del debido proceso en caso de tomar una medida disciplinaria”. Las 
anotaciones negativas deben ser redactadas de manera simple y clara, describiendo 
estrictamente hechos y acciones que constituyan falta, evitando las opiniones o juicios de 
valor de quien registra. 

 

b. Suspensión: Prohibición de ingreso al establecimiento educacional que se le aplica a un 
estudiante por un periodo determinado. De acuerdo al Ordinario N° 476 del año 2013 de la 
Superintendencia de Educación, “la suspensión no puede aplicarse por períodos que superen 
los 5 días hábiles, sin perjuicio que de manera excepcional se pueda prorrogar una vez por 
igual período”. Esta sanción sólo será aplicada tras haber cumplido los pasos del debido 
proceso ya descrito de este reglamento y en casos que justificadamente se considere que 
esté en riesgo la integridad física y/o psíquica de algún miembro de la comunidad educativa, 
como una medida de resguardo que protege el bienestar de uno o más integrantes de la 
comunidad educativa. El estudiante suspendido deberá contar con un plan de trabajo 
académico para los días que dure la sanción y tendrá derecho a recibir los materiales o 
beneficios que el establecimiento haya entregado durante su ausencia.  

 
Los días que haya sido suspendido un estudiante no se considerarán para el recuento final de 
inasistencias anuales, a propósito del 85% de asistencia requerido para ser promovido.  

 

c. Condicionalidad de Matrícula: Acto preventivo a la cancelación de matrícula que establece 
un compromiso de cambio de conducta por parte del estudiante y apoderado. Su aplicación 
será decisión exclusiva del Director del establecimiento y sólo será aplicada tras haber 
cumplido los pasos del debido proceso ya descritos en este reglamento. De acuerdo al 

 
2Real Academia de la Lengua Española, http://dle.rae.es/?id=XBPPICw, revisado el 16 de junio de 2016. 

http://dle.rae.es/?id=XBPPICw
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Ordinario N° 476 del año 2013 de la Superintendencia de Educación, “la condicionalidad de 
matrícula es una medida disciplinaria y, por tanto, su aplicación debe estar asociada a hechos 
o conductas que estén consideradas como faltas. La condicionalidad de matrícula siempre 
debe ser revisada al final de cada semestre independiente de la fecha en la cual se haya 
aplicado”. 

 

d. Cancelación de Matrícula: Sanción que implica la no continuidad en el establecimiento 
educacional de un estudiante para el año escolar siguiente a la aplicación de esta medida. 
Esta sanción sólo será aplicada tras haber cumplido los pasos del debido proceso ya descritos 
en este reglamento y en casos que justificadamente se considere que esté en riesgo la 
integridad física y/o psíquica de algún miembro de la comunidad educativa. De acuerdo a la 
Ley N° 20.845 de Inclusión Escolar, “la decisión de expulsar o cancelar la matrícula a un 
estudiante sólo podrá ser adoptada por el director del establecimiento. Esta decisión, junto a 
sus fundamentos, deberá ser notificada por escrito al estudiante afectado y a su padre, madre 
o apoderado, según el caso, quienes podrán pedir la reconsideración de la medida dentro de 
5 días hábiles desde su notificación, ante la misma autoridad, quien resolverá previa consulta 
al Consejo de Profesores. El Consejo deberá pronunciarse por escrito, debiendo tener a la 
vista el o los informes técnicos psicosociales pertinentes y que se encuentren disponibles”. 

 
e. Expulsión: Sanción máxima del establecimiento que conlleva la cancelación inmediata de la 

matrícula a un estudiante. A través de este acto, el estudiante deja de ser parte de la 
comunidad educativa. Esta sanción sólo será aplicada tras haber cumplido los pasos del 
debido proceso descritos en el presente reglamento y en casos que justificadamente se 
considere su aplicación. De acuerdo a la Ley N° 20.845 de Inclusión Escolar, “la decisión de 
expulsar o cancelar la matrícula a un estudiante sólo podrá ser adoptada por el director del 
establecimiento Esta decisión, junto a sus fundamentos, deberá ser notificada por escrito al 
estudiante afectado y a su padre, madre o apoderado, según el caso, quienes podrán pedir la 
reconsideración de la medida dentro de 5 días hábiles desde su notificación, ante la misma 
autoridad, quien resolverá previa consulta al Consejo de Profesores. El Consejo deberá 
pronunciarse por escrito, debiendo tener a la vista el o los informes técnicos psicosociales 
pertinentes y que se encuentren disponibles”. 


